CONTRATO ESTATAL – Naturaleza – Régimen jurídico – Normas vigentes – Jurisprudencia 

Al respecto, la Jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la naturaleza del contrato no depende de su régimen jurídico, puesto que, según las normas legales vigentes, por cuya virtud se acogió un criterio eminentemente subjetivo u orgánico, hay lugar a concluir que deben considerarse contratos estatales aquellos que celebren las entidades que participan de esa misma naturaleza. En este sentido se ha pronunciado esta Sala:
[…]

De este modo, son contratos estatales ‘todos los contratos que celebren las entidades públicas del Estado, ya sea que se regulen por el Estatuto General de Contratación Administrativa o que estén sujetos a regímenes especiales’, y estos últimos, donde encajan los que celebran las empresas oficiales que prestan servicios públicos domiciliarios, son objeto de control por parte del juez administrativo, caso en el cual las normas procesales aplicables a los trámites que ante éste se surtan no podrán ser otras que las del derecho administrativo y las que en particular existan para este tipo de procedimientos, sin que incida la normatividad sustantiva que se le aplique a los contratos.

CONTRATO ESTATAL – Normativa – Definición 

Esta afirmación encuentra soporte legal en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, disposición que al tratar de definir los contratos estatales adoptó un criterio eminentemente subjetivo u orgánico, apartándose así de cualquier juicio funcional o referido al régimen jurídico aplicable a la parte sustantiva del contrato:
[S]on contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación[..] 

NO REFORMATIO IN PEJUS – Apelante único 

Sala se encuentra constitucionalmente obligada a respetar el principio de la no reformatio in pejus, dado que únicamente apeló la parte actora, procederá entonces a dejar intacto lo decidido en la primera instancia y con el propósito de que el valor de la condena mantenga en el tiempo su poder adquisitivo, efectuará la respectiva actualización. En este sentido se pronunció recientemente la Jurisprudencia de la Subsección:
[…]

Ahora, debe anotarse que si bien respecto de aquellas sumas a cuyo pago condenó el Tribunal de primera instancia no se allegaron las pruebas en debida forma por parte del contratista, por lo cual, según lo aquí examinado al respecto, el contratista no tendría derecho a que le fueran reconocidas, no es menos cierto que por respeto al principio de la no reformatio in pejus, la Sala se encuentra constitucionalmente obligada a dejar intacto lo resuelto por el a quo en ese punto y sólo procederá a efectuar la respectiva actualización de tales cifras, por cuanto con ello únicamente se pretende mantener constante el poder adquisitivo del dinero en el tiempo, sin que se modifique la sentencia recurrida por el apelante único.
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                                INGENIEROS CIVILES

                                 DEMANDADO: 
CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR                                 REFERENCIA: 
CONTRACTUAL – APELACIÓN SENTENCIA

Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la Sociedad BELTRAN PINZON Y CIA. LTDA. INGENIEROS CIVILES, contra la sentencia del cuatro (4) de febrero de 1999, dictada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante la cual se dispuso:

“PRIMERO: Declárase (sic) no probadas las excepciones propuestas por la parte demandada.

“SEGUNDO: Declárase no probada la objeción parcial que por error grave formuló la parte actora en relación con el dictamen pericial rendido dentro del proceso.

“TERCERO: Declárase que dentro de la ejecución del contrato No. 022 de 1992 y sus adicionales celebrados entre la Caja de Vivienda Militar y la Sociedad Beltrán Pinzón y Cía. Ltda., se rompió el equilibrio económico del contrato con detrimento patrimonial de la sociedad contratista.

“CUARTO: Como consecuencia de la declaración anterior condénase a la Caja de Vivienda Militar (hoy Caja Promotora de Vivienda Militar) a pagar a Beltrán Pinzón y Cía. Ltda. Ingenieros Civiles – la suma de DOSCIENTOS CUARENTA MILLONES TRESCIENTOS CUARENTA Y SEIS MIL OCHOCIENTOS SETENTA Y NUEVE PESOS M/CTE ($ 240.346.879) como compensación por el rompimiento del equilibrio financiero del contrato.

“La suma anterior será actualizada en la forma prevista en la parte motiva de esta providencia.

“QUINTO: Para el cumplimiento de esta sentencia se dará aplicación a los artículos 176 y 177 del C.C.A.

“SEXTO: Deniéganse las demás pretensiones de la demanda.

“SEPTIMO: Sin condena en costas.”

I. A N T E C E D E N T E S

1. La demanda.

El día 5 de septiembre de 1994, la sociedad BELTRAN PINZON Y CIA. LTDA. INGENIEROS CIVILES, en ejercicio de la acción contractual, formuló demanda con el fin de obtener las siguientes declaraciones y condenas (folios 1 al 74 del cuaderno número 1):

“PRIMERA.- Que la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR incumplió el contrato cofinanciado no. 022/92-CVM-BELTRAN PINZON, de fecha 30 de junio de 1992, celebrado con la firma BELTRAN PINZON Y CIA. LTDA. INGENIEROS CIVILES, cuyo objeto fue adelantar un programa cofinanciado de vivienda por la construcción de 180 apartamentos, una (1) portería, un (1) tanque para almacenamiento de agua, obras complementarias e instalación de servicios en la Urbanización “EL CENTENARIO” I ETAPA de la ciudad de Santa Fe de Bogotá D.C. con destino al personal de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, categoría Agente.

“En subsidio de esta pretensión solicito que se declare que durante la ejecución de las obras y trabajos correspondientes al Contrato Cofinanciado No. 022 de 1992, se rompió el equilibrio económico y financiero del Contrato, en detrimento de los intereses de la firma BELTRAN PINZON Y CIA. LTDA.

“SEGUNDA.- Que como consecuencia de la declaratoria de incumplimiento del Contrato Cofinanciado No. 022 de 1992, por parte de la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR, se le condene a dicha entidad a pagar a la firma BELTRAN PINZON Y CIA. LTDA. INGENIEROS CIVILES los perjuicios de todo orden que han causado con su incumplimiento contractual.

“En subsidio, solicito que como consecuencia de la declaración subsidiaria a la primera pretensión, se declare que la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR es responsable y debe indemnizar a BELTRAN PINZON Y CIA. LTDA. los perjuicios y daños sufridos durante la ejecución del contrato cofinanciado No. 022 de 1992.

“TERCERA.- Que el monto indemnizatorio debe actualizarse o corregirse monetariamente con el fin de compensar al demandante de los efectos de la pérdida de poder adquisitivo del dinero (inflación) entre la época de causación del daño y la fecha del pago efectivo de la indemnización, y que deben aplicarse intereses comerciales sobre las sumas liquidadas adeudadas por la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR por razón de la ejecución del contrato durante todo el período de la mora, a la tasa doblada del interés corriente.

“En subsidio de esta pretensión solicito que el monto indemnizatorio se actualice o corrija monetariamente con el fin de compensar al demandante de los efectos de la pérdida del poder adquisitivo del dinero (inflación) entre la época de la causación del daño y la fecha de la sentencia que ponga fin al proceso y que adicionalmente se ordene pagar intereses, aplicando la tasa equivalente del doble del interés legal civil sobre el valor histórico actualizado.

“CUARTA.- Que se liquide judicialmente el contrato cofinanciado No. 022/92-CVM-BELTRAN PINZON, de fecha 30 de junio de 1992, y en dicha liquidación se incluyan las indemnizaciones y compensaciones que resulten a favor de la firma BELTRAN PINZON Y CIA. LTDA. INGENIEROS CIVILES.

“QUINTA- Que la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR debe dar cumplimiento a la sentencia dentro del término de treinta (30) días contados a partir de la fecha en que la providencia sea notificada.

“SEXTA.- Que la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR debe pagar a favor del demandante intereses comerciales sobre las cantidades líquidas reconocidas en esta sentencia, durante los seis (6) meses siguientes a la ejecutoria del fallo, e intereses moratorios después de ese término, hasta la fecha del pago efectivo de la condena.

“SEPTIMA.- Que se condena a la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR al pago de las costas del juicio y las agencias en derecho en la cantidad que determine esa H. Corporación.”

El demandante solicitó, como consecuencia de las anteriores declaraciones, por concepto de indemnización de perjuicios derivados del reintegro de la cofinanciación, la suma de DOSCIENTOS NOVENTA Y NUEVE MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y UN MIL CIENTO CUATRO PESOS CON 80 CENTAVOS ($ 299.461.104,80)
.

2. Los hechos.
En el escrito de demanda, en síntesis, la parte actora narró los siguientes hechos (folios 5 al 40 del primer cuaderno):

2.1. Que la Caja de Vivienda Militar adelantó el procedimiento administrativo de licitación pública número 015-CUM-91, cuyo objeto consistió en la construcción y en la cofinanciación de viviendas y de obras complementarias en la Urbanización Centenario – I Etapa.
2.2. Que en el pliego de condiciones de la licitación pública número 015-CUM-91, se estipuló, entre otros aspectos, la obligación de que los muros estructurales se construyeran en “ladrillo portante prensado Santafé”, el cual sería suministrado exclusivamente por la Ladrillera Santafé.
2.3. Que la sociedad de carácter mercantil participó en la Licitación Pública No. 015-CUM-91 y resultó adjudicataria de la construcción y de la cofinanciación de 180 apartamentos y obras complementarias, por un valor inicial de $ 1.083’348.012.oo y un plazo de ejecución de 12.5 meses.
2.4. Que el 30 de junio de 1992 se suscribió  el contrato cofinanciado número 022-92-CVM, en cuya cláusula novena se consagró el reajuste de las actas mensuales de avance de obra y, además, se estipuló que en caso de duda se aplicaría “lo más favorable al cumplimiento del objeto del contrato, sin mengua en el equilibrio económico-financiero del programa cofinanciado”.

2.5. Que la  Ladrillera  Santafé no cumplió con las cantidades y los plazos acordados, razón por la cual afectó la programación de la obra, concretamente las actividades de estructura y de mampostería.
2.6. Que la demora en el suministro de los ladrillos dio lugar a que la entidad pública demandada aceptara variar el sistema de reintegro de los aportes de la sociedad demandante, pactado en la cláusula octava del contrato, lo cual se haría de manera anticipada, aspecto que se documentó en el contrato adicional No. 1 de marzo 15 de 1993; posteriormente, mediante los contratos adicionales números 2 y 3 se amplió el plazo de entrega de las obras.
2.7. Que como consecuencia de hechos y circunstancias “imprevistos e imprevisibles al momento de celebrar el contrato, ajenos en todo a la contratista Beltrán Pinzón y Cía. Ltda., incurrió en altos costos no compensados con los precios del contrato”, que le ocasionaron un considerable desequilibrio económico, razón por la cual la actora formuló una reclamación a la Caja, entidad que se negó a efectuar los respectivos reconocimientos.
2.8. Que las obras fueron recibidas a satisfacción por la entidad pública demandada, el día 1 de marzo de 1994.
2.9. Que el día 5 de mayo de 1994 se realizó la liquidación del contrato, sin que se hubiese reconocido valor alguno por concepto de los mayores costos reclamados, motivo por el cual, en el acta se dejó consignada esta salvedad.
3. Normas violadas y concepto de la violación.
Afirmó la sociedad demandante que en la ejecución del contrato 022 de 1992 se presentó un desequilibrio financiero que se ocasionó por la tardanza de la Ladrillera Santafé en la entrega de los ladrillos, lo cual, en palabras de la actora, “constituye una circunstancia imprevista e imprevisible para la firma Beltrán Pinzón y Cía. Ltda., la cual además de producir consecuencias económicas muy desfavorables en su contra, encuadra perfectamente dentro de la Teoría de la imprevisión”. 

Sostuvo la actora que las circunstancias imprevistas e imprevisibles habrían ocasionado una afectación en sus derechos como contratista, razón por la cual se habría desconocido el contenido de las siguientes normas jurídicas:

Constitución Política: artículos 2, 3 y 6 de la Carta Política;

Código Civil Colombiano: artículos 1546, 1602, 1603, 1610, 1613, 1614, 1626, 2056, 2060 y 2342;

Código de Comercio: artículos 868, 870 y 871;

Decreto-ley 222 de 1983: artículos 20, 21 y 22;

Contrato 022 de 1992: cláusula novena.

4. Actuación procesal.

El 21 de septiembre de 1994, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda y ordenó la notificación personal al Representante Legal de la Caja Promotora de Vivienda Militar y al Agente del Ministerio Público, al tiempo que dispuso la fijación en lista para los fines previstos en el numeral 5º del artículo 207 del Código Contencioso Administrativo; en el mismo acto el Tribunal a quo reconoció personería adjetiva al apoderado de la parte demandante (folios 77 y 78 del primer cuaderno).

El día 3 de noviembre de 1994 se notificó personalmente la demanda al Representante Legal de la Caja Promotora de Vivienda Militar (folio 80 del primer cuaderno).
5. Contestación de la demanda.
La Caja Promotora de Vivienda Militar dio respuesta oportuna a la demanda presentada por la sociedad BELTRAN PINZON Y CIA. LTDA. INGENIEROS CIVILES, en la cual aceptó algunos de los hechos y negó otros; se opuso a las pretensiones de la demanda y presentó las siguientes excepciones: i) cumplimiento de las obligaciones contractuales y ii) compensación de eventuales sobrecostos financieros (folios 83 a 92 del primer cuaderno).

Afirmó la demandada que los contratos cofinanciados que celebraba la entidad se encontraban jurídicamente soportados en el Decreto 696 de 1971, norma jurídica que hacía referencia a la participación de capital privado en el desarrollo de planes de vivienda, los cuales, de conformidad con lo estipulado en el Decreto 1988 de 1985 y en los acuerdos reglamentarios de la Junta Directiva de la Caja, únicamente se encontraban sometidos al Decreto-ley 222 de 1983 en lo relativo al régimen de inhabilidades e incompatibilidades; sostuvo que en todo lo demás les resultaban aplicables las reglas propias del derecho privado, tal como sucedía con el contrato cofinanciado 022/92 – CVM 92 Beltrán Pinzón y Cía. Ltda., razón por la cual, los argumentos esgrimidos por la actora en el escrito de demanda carecían de asidero jurídico.

Sostuvo que la Caja cumplió con la totalidad de las obligaciones estipuladas en el Contrato 022/92 y en los contratos adicionales, como se desprendía de los estados financieros correspondientes a los actos de avance de obra, los reajustes y la liquidación final, la cual había sido suscrita y aceptada por la sociedad demandante.

Expresó que en vista del deficiente suministro de los ladrillos por parte de la Ladrillera Santafé, la Caja había acordado con la sociedad demandante algunos mecanismos de compensación, entre los cuales mencionó los siguientes: i) autorización para colocar una menor cantidad de ladrillo tipo piedra en las fachadas de los edificios; ii) modificación al sistema de reintegro de la cofinanciación, en el cual se concedió un anticipo equivalente a tres meses; iii) ampliación del plazo contractual y iv) autorización de cambiar las especificaciones del ladrillo que suministraba la Ladrillera Santafé.
6. Decreto de pruebas.
Mediante auto calendado el 2 de febrero de 1995 se abrió el proceso a pruebas y se aceptaron como tales los documentos aportados con la demanda y con la contestación de la misma (folios 95, 96 y 106 del primer cuaderno).
En el mismo acto se decretó la prueba pericial solicitada por la parte demandante y se efectuó el nombramiento de los peritos, con el propósito de que determinasen el monto de los perjuicios sufridos por la sociedad actora.

7. Audiencia de conciliación.
El Tribunal Administrativo a quo, mediante auto de noviembre 6 de 1997, señaló como fecha de audiencia de conciliación el día 29 de enero de 1999 (folio 181 del primer cuaderno), fecha en la cual la misma se llevó a cabo. Esta oportunidad procesal fracasó porque a las partes no les asistía ánimo conciliatorio (folios 182 a 183 del primer cuaderno). 
8. Alegatos de conclusión y concepto del Ministerio Público.
Mediante auto de febrero 26 de 1998, el Tribunal Administrativo a quo ordenó dar traslado a las partes y al agente del Ministerio Público para que presentasen sus respectivos alegatos de conclusión (folio 186 del primer cuaderno).

Las partes presentaron sus alegaciones y el Ministerio Público guardó silencio en esta ocasión.

8.1. Alegatos de la demandante.

La actora solicitó que se accediera a las pretensiones de la demanda, para lo cual esgrimió, en síntesis, los siguientes argumentos (folios 188 a 209 del primer cuaderno):

i) Los reajustes del contrato fueron liquidados por la entidad de acuerdo con lo previsto en el texto original del contrato y se aplicaron los índices correspondientes a los meses en los cuales debió ejecutarse el contrato, sin tomar en cuenta los imprevistos reales a los cuales se sometió el contrato.

ii) La entidad pública demandada no cumplió con el pago de la totalidad del reintegro por cofinanciación.

iii) Las excepciones propuestas por la demandada no tenían vocación de prosperar, en tanto se encontraba acreditado el incumplimiento de la Caja en la liquidación de los reajustes y en la cofinanciación.
8.2. Alegatos de la demandada.

La demandada, después de efectuar un análisis del material probatorio, consideró que el contrato se mantuvo en equilibrio, en razón de los acuerdos logrados respecto del reintegro anticipado de la cofinanciación y de la disminución de la cantidad de obra en ladrillo tipo piedra y la prórroga en el plazo.

Solicitó que el peritazgo fuera acogido como prueba eficaz para acreditar el cumplimiento del contrato por parte de la entidad pública demandada, por cuanto el alegado incumplimiento no contaba con soporte probatorio alguno, por lo cual solicitó su denegación (folios 212 a 218 del primer cuaderno).
9. La sentencia impugnada.
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca profirió sentencia -en el presente asunto- el 4 de febrero de 1999 y acogió parcialmente las pretensiones de la demanda, por haber encontrado probada la ruptura del equilibrio económico del contrato, con el consecuente detrimento patrimonial de la sociedad contratista y condenó al pago de algunas sumas de las reclamadas por la demandante, en los términos que se resumen a continuación (folios 222 a 266 del cuaderno principal):

Respecto del reintegro de la cofinanciación consideró el Tribunal que no resultaba viable pretender que se pagaran unos intereses que no se causaron, toda vez que el pago se produjo antes de la fecha convenida.

Condenó el a quo a la demandada a efectuar el pago por concepto de reajustes para la obra ejecutada antes de las prórrogas porque consideró que “el incumplimiento de la programación inicial se debió a una situación que le era completamente ajena, la falta de entrega de materiales por la ladrillera, colocándola ante una fuerza mayor que hacía imposible el desarrollo normal del contrato, obligándolo a soportar sobrecostos en los materiales”.

También condenó a la entidad a realizar el pago de sobrecostos por mayor permanencia en la obra, en razón de que el contrato se adicionó en 5.77 meses, lo cual habría ocasionado costos adicionales al contratista; sobre el valor de los sobrecostos, sin actualizar, reconoció intereses del 6% anual y negó la pretensión de ordenar el pago de intereses comerciales sobre la suma actualizada, en tanto consideró que “se produciría un doble pago por el mismo concepto”.
10. El recurso de apelación.
10.1. Inconforme con la decisión del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, la parte demandante interpuso -en tiempo oportuno- recurso de apelación (folio 275 del cuaderno principal), el cual fue concedido por el Tribunal Administrativo a quo, mediante auto del 3 de mayo de 1999 (folio 269 del cuaderno principal).

10.2. Esta Corporación, a través de auto de julio 9 de 1999, corrió traslado a la parte actora para que sustentara el recurso de apelación (folio 274 del cuaderno principal).

10.3. En su escrito de apelación (folios 275 a 282 del cuaderno principal), la parte actora solicitó la adición del fallo, en el siguiente sentido: i) incluir en la liquidación de la indemnización el monto correspondiente a imprevistos, en el rubro de sobrecostos por mayor permanencia en obra; ii) que los intereses fueran calculados sobre el monto histórico actualizado de la condena, para lo cual se remitió a lo dispuesto por la Ley 80 de 1993 en materia de intereses moratorios; iii) que en razón de la variación que debió hacerse al sistema de reintegro de aportes, se incluyera dentro de la indemnización la parte correspondiente al reintegro de la cofinanciación que no le fue reconocida por el Tribunal Administrativo a quo.

Fundamentó la solicitud de adición del fallo proferido en las razones que expuso en el escrito de la demanda y en los alegatos de conclusión rendidos en la primera instancia.

11. Actuación en segunda instancia. 

11.1. Mediante auto de septiembre 23 de 1999, se admitió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el 4 de febrero de 1999 (folio 284 del cuaderno principal).

11.2. Esta Corporación, por medio de auto proferido el 12 de noviembre de 1999, corrió traslado a las partes para que presentasen sus alegaciones finales y al Ministerio Público para que rindiese su concepto (folio 286 del cuaderno principal).

11.2.1. La demandante llamó la atención respecto de la existencia de importantes piezas probatorias en el proceso, las cuales acreditarían la ocurrencia de los hechos y soportarían la procedencia de las pretensiones, según lo expuso en el escrito de alegatos de conclusión en la primera instancia; igualmente reiteró los argumentos expuestos en la sustentación del recurso de apelación.

11.2.2. En el escrito contentivo de los alegatos de conclusión, la entidad pública demandada sostuvo que cumplió a cabalidad con las obligaciones contractuales y que, por el contrario, la dificultad en el suministro de los materiales por parte de la Ladrillera Santafé se debió a un mal cálculo efectuado por el contratista, toda vez que desde que éste presentó su propuesta a la entidad conocía las cantidades requeridas, las circunstancias y el proveedor de los mismos; en razón de lo dicho, la demandada solicitó la revocatoria de la sentencia y la declaratoria de  no haberse  presentado  incumplimiento alguno por parte de la entidad, como tampoco el rompimiento del equilibrio económico del contrato.

11.2.3. La delegada del Ministerio Público solicitó la modificación de la sentencia, con base en las siguientes consideraciones: i) solicitó la revocatoria de la indemnización concedida por mayor permanencia en la obra, en tanto consideró que no se acreditó con precisión cuáles fueron los costos en los cuales habría incurrido el contratista por cuanto los presentados por el revisor fiscal de la entidad correspondían a la totalidad de la construcción de la Urbanización Centenario, pero no se hacía alusión al contrato 022/92; ii) consideró que si bien el contrato celebrado no se regía por la Ley 80 de 1993, por razones de equidad, se debía reconocer la tasa de interés solicitada por la parte actora, por cuanto el interés legal civil no involucra la devaluación monetaria y por ello no se produciría un doble reconocimiento; iii) compartió la decisión del a quo de no conceder reconocimiento de las sumas adeudadas por concepto de reintegro de la cofinanciación, por cuanto al haberse pagado anticipadamente no había lugar a reconocerle suma alguna por ese concepto, toda vez que carecía de causa (folios 304 a 317 del cuaderno principal).

11.3. Dado que se advirtió que en el expediente faltaba un cuaderno y que, adicionalmente, los números de dos folios no guardaban correspondencia con los restantes, mediante auto calendado el 22 de marzo de 2011, el magistrado ponente de esta providencia ordenó citar a las partes y al Ministerio Público, con el propósito de adelantar una audiencia con el propósito de reconstruir el expediente (folios 326 a 331 del cuaderno principal).

Durante la audiencia celebrada para el efecto, la sociedad actora aportó copias de documentos contables y fiscales correspondientes a los años de 1992 y 1993, los cuales fueron incorporados al expediente; la entidad pública demandada y el Ministerio Público no aportaron documento alguno (folios 335 a 366 del cuaderno principal).
II. C O N S I D E R A C I O N E S :
Para adelantar el estudio de los distintos temas que constituyen materia de la litis, se avanzará en el siguiente orden: 1) Competencia del Consejo de Estado; 2) Las pruebas aportadas al proceso; 3) El asunto sometido a examen.
1. Competencia del Consejo de Estado para conocer del asunto.

Esta Corporación es competente para conocer del recurso de apelación en virtud de lo dispuesto por el artículo 75
 de la Ley 80, expedida en el año de 1993, el cual prescribe, expresamente, que la competente para conocer de las controversias generadas en los contratos celebrados por las entidades estatales es la Jurisdicción Contencioso Administrativa, por cuanto la Caja de Vivienda Militar –establecimiento público adscrito al Ministerio de Defensa- tiene el carácter de entidad estatal, con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonio propio e independiente
.
Al respecto, la Jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la naturaleza del contrato no depende de su régimen jurídico, puesto que según las normas legales vigentes, por cuya virtud se acogió un criterio eminentemente subjetivo u orgánico, hay lugar a concluir que deben considerarse contratos estatales aquellos que celebren las entidades que participan de esa misma naturaleza. En este sentido se ha pronunciado esta Sala:

“De este modo, son contratos estatales ‘todos los contratos que celebren las entidades públicas del Estado, ya sea que se regulen por el Estatuto General de Contratación Administrativa o que estén sujetos a regímenes especiales’, y estos últimos, donde encajan los que celebran las empresas oficiales que prestan servicios públicos domiciliarios, son objeto de control por parte del juez administrativo, caso en el cual las normas procesales aplicables a los trámites que ante éste se surtan no podrán ser otras que las del derecho administrativo y las que en particular existan para este tipo de procedimientos, sin que incida la normatividad sustantiva que se le aplique a los contratos.”
 (Negrilla fuera del texto)
De conformidad con lo anterior, se tiene entonces que en el marco del ordenamiento vigente la determinación de la naturaleza jurídica de los contratos radica en el análisis particular de cada entidad, pues la naturaleza de ésta definirá, directamente, la del contrato que ha celebrado.

Así pues, adquiere relevancia en este punto la naturaleza de cada entidad, por lo cual si se considera que determinado ente es estatal, por contera habrá de concluirse que los contratos que la misma celebre deberán tenerse como estatales, sin importar el régimen legal que les deba ser aplicable
.

Esta afirmación encuentra soporte legal en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, disposición que al tratar de definir los contratos estatales adoptó un criterio eminentemente subjetivo u orgánico, apartándose así de cualquier juicio funcional o referido al régimen jurídico aplicable a la parte sustantiva del contrato:

“Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación (…)”

Adicionalmente, el artículo 82 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 30 de la Ley 446 de 1998, que a su vez fue modificado por el artículo 1 de la Ley 1107 de 2006, prescribe que la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para juzgar las controversias y litigios originados en la actividad de las entidades públicas.
En efecto, el artículo 82 del Código Contencioso Administrativo, modificado por la Ley 1107 de 2007, define el objeto de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en los siguientes términos:

“Artículo 1°. El artículo 82 del Código Contencioso Administrativo modificado por el artículo 30 de la Ley 446 de 1998, quedará así:

“Artículo 82. Objeto de la jurisdicción de lo contencioso administrativo. La jurisdicción de lo contencioso administrativo está instituida para juzgar las controversias y litigios originados en la actividad de las entidades públicas incluidas las sociedades de economía mixta con capital público superior al 50% y de las personas privadas que desempeñen funciones propias de los distintos órganos del Estado. Se ejerce por el Consejo de Estado, los tribunales administrativos y los juzgados administrativos de conformidad con la Constitución y la ley.

“Esta jurisdicción podrá juzgar, inclusive, las controversias que se originen en actos políticos o de Gobierno.

“La jurisdicción de lo contencioso administrativo no juzga las decisiones proferidas en juicios de policía regulados especialmente por la ley. Las decisiones jurisdiccionales adoptadas por las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias del Consejo Superior de la Judicatura y de los Consejos Seccionales de la Judicatura, no tendrán control jurisdiccional”. (Negrillas fuera de texto)

“Artículo 2. Derógase el artículo 30 de la Le y 446 de 1998 y las demás normas que le sean contrarias.

“Parágrafo. Sin perjuicio de lo previsto en el presente artículo, se mantiene la vigencia en materia de competencia, de las Leyes 142 de 1994, 689 de 2001 y 712 de 2001.” (Negrillas fuera de texto)

La norma legal transcrita, al definir el objeto de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, determinó que a la misma le compete “juzgar las controversias y litigios originados en la actividad de las entidades públicas”, en lugar de “juzgar las controversias y litigios administrativos”, como disponía el anterior artículo 82 del Código Contencioso Administrativo.

Respecto de su alcance se pronunció la Sala mediante auto de febrero 8 de 2007, radicación 30.903, en el cual, a propósito de los asuntos que interesan al caso que aquí se examina, señaló:

“A manera de síntesis, puede resumirse la nueva estructura de competencias de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, con la entrada en vigencia de la ley 1.107 de 2006, de la siguiente manera:

“i) Debe conocer de las controversias y litigios precontractuales y contractuales en los que intervenga una entidad pública, sin importar su naturaleza, ni el régimen jurídico aplicable al contrato, ni el objeto del mismo.

         “(…).”
2. Las pruebas aportadas al proceso.
El artículo 168 del Código Contencioso Administrativo
 señala expresamente que a los procesos atribuidos al conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo aplicará el régimen legal probatorio establecido por el Código de Procedimiento Civil. Así, al incorporarse dicho régimen se adoptó también la filosofía
 que inspira las pruebas en el estatuto procesal civil, el cual se materializa en el sistema de valoración probatoria que está presente en los procesos constitutivos, declarativos o de condena que regula esa normatividad.

Bajo esta perspectiva, es necesario tener presente que de acuerdo con el artículo 253 del C. de P. C.
, los documentos pueden aportarse al proceso en original o en copia, éstas últimas consistentes en la trascripción o reproducción mecánica del original; sumado a ello, el artículo 254 del C. de P. C., regula el valor probatorio de los documentos aportados en copia, respecto de los cuales señala que tendrán el mismo valor del original en los siguientes eventos: i) cuando hayan sido autorizados por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez en donde se encuentre el original o copia autenticada; ii) cuando sean autenticados por notario, previo cotejo con el original o con la copia autenticada que se le ponga de presente y iii) cuando sean compulsados del original o de la copia auténtica. 

A lo anterior se agrega que el documento público, es decir aquel que es expedido por funcionario de esa naturaleza, en ejercicio de su cargo o con su intervención (artículo 251 C. de P. C.), se presume auténtico y tiene pleno valor probatorio frente a las partes, los terceros y el juez, salvo que su autenticidad sea desvirtuada mediante tacha de falsedad, según lo dispone el artículo 252 del C. de P.C. 

De otro lado, si el documento aportado es de naturaleza privada, al tenor de lo dispuesto en el aludido artículo 252 del C. de P. C., éste se reputará auténtico en los siguientes casos: i) cuando hubiere sido reconocido ante el juez o notario, o judicialmente se hubiere ordenado tenerlo por reconocido; ii) cuando hubiere sido inscrito en un registro público a petición de quien lo firmó; iii) cuando se encuentre reconocido implícitamente por la parte que lo aportó al proceso, en original o copia, evento en el cual no podrá impugnarlo, excepto cuando al presentarlo alegue su falsedad; iv) cuando se hubiere declarado auténtico en providencia judicial dictada en proceso anterior, con audiencia de la parte contra quien se opone en el nuevo proceso, y v) cuando se hubiere aportado a un proceso, con la afirmación de encontrarse suscrito por la parte contra quien se opone y ésta no lo tache de falso.

En relación con las copias aportadas a un proceso y su alcance probatorio, la Corte Constitucional, en sentencia C-023 de febrero 11 de 1998, puntualizó: 

“El artículo 25 citado se refiere a los “documentos” y hay que entender que se trata de documentos originales. En cambio, las normas acusadas versan sobre las copias, como ya se ha explicado. Sería absurdo, por ejemplo, que alguien pretendiera que se dictara mandamiento de pago con la copia simple, es decir, sin autenticar, de una sentencia, o con la fotocopia de una escritura pública, también carente de autenticidad.

“Un principio elemental que siempre ha regido en los ordenamientos procesales es el de que las copias, para que tengan valor probatorio, tienen que ser auténticas. Ese es el principio consagrado en las normas del Código de Procedimiento Civil que regulan lo relativo a la aportación de copias de documentos.

“De otra parte, la certeza de los hechos que se trata de demostrar con prueba documental, y en particular, con copias de documentos, está en relación directa con la autenticidad de tales copias. Tal certeza es el fundamento de la eficacia de la administración de justicia, y en últimas, constituye una garantía de la realización de los derechos reconocidos en la ley sustancial.

“En tratándose de documentos originales puede el artículo 25 ser explicable, porque su adulteración es más difícil, o puede dejar rastros fácilmente. No así en lo que tiene que ver con las copias, cuyo mérito probatorio está ligado a la autenticación.”

Previo a examinar de fondo el recurso de apelación propuesto, se requiere revisar las pruebas aportadas al proceso de la referencia, a efectos de establecer su autenticidad y, por ende, realizar el respectivo juicio de legalidad; de esta forma se relacionan a continuación los documentos aportados y su respectiva calificación probatoria:
2.1. Documentos aportados en original o en copia auténtica.
Los siguientes documentos, debidamente decretados como pruebas, se allegaron al proceso en original o en copia auténtica, razón por la cual serán valorados como pruebas válidas:
· Original del  “contrato cofinanciado No. 022/92 CVM”, celebrado entre la Caja de Vivienda Militar y la sociedad Beltrán Pinzón & Cía. Ingenieros Civiles, el día 30 de junio de 1992, del cual se destacan las siguientes cláusulas (folios 5 al 14 del primer cuaderno):

“PRIMERA: OBJETO: Adelantar un programa cofinanciado de vivienda para la construcción de 180 apartamentos, una (1) portería, un almacenamiento de agua, obras complementarias e instalación de servicios en la Urbanización ‘EL CENTENARIO’ I ETAPA de la ciudad de Santafé de Bogotá D.C. con destino al personal de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, categoría Agente.

“(…)

“TERCERA: DURACION -. La duración de este contrato se determina en catorce (14) meses calendario, contados desde la fecha de entrega del anticipo y el acta de iniciación de obra.
“(…)

“QUINTA: VALOR TOTAL-. El valor inicial total del objeto de este contrato se determina en la suma de MIL OCHENTA Y TRES MILLONES TRESCIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL DOCE PESOS MONEDA CORRIENTE ($1.083.348.012.oo), de acuerdo con el presupuesto por capítulos, costos directos e indirectos aceptados, por LA CAJA y EL COFINANCIADOR, que se anexa y forma parte integral de este Contrato.

“SEXTA: APORTES AL PROGRAMA-. LA CAJA se compromete a aportar para el desarrollo de este contrato, la suma de OCHOCIENTOS DOCE MILLONES QUINIENTOS ONCE MIL NUEVE PESOS MONEDA CORRIENTE ($812’511.009.oo) esto es, el setenta y cinco por ciento (75%) del valor inicial del mismo y en la forma como se indica más adelante.

“EL COFINANCIADOR se compromete a cofinanciar la suma de DOSCIENTOS SETENTA MILLONES OCHOCIENTOS TREINTA Y SIETE MIL TRES PESOS MONEDA CORRIENTE ($270’837.003.oo), esto es, el veinticinco por ciento (25%) del valor total del contrato y en la forma que se indica más adelante.

“SEPTIMA: ENTREGA DE APORTES-. LA CAJA entregará su aporte así:

“A. VALOR DEL ANTICIPO: La suma de DOSCIENTOS SETENTA MILLONES OCHOCIENTOS TREINTA Y SIETE MIL TRES PESOS MONEDA CORRIENTE ($270’837.003.oo), equivalente al veinticinco por ciento (25%) del valor inicial de que trata la Cláusula Quinta que se girará a EL COFINANCIADOR cuando haya dictado el fenecimiento la Auditoría Fiscal y se surta el trámite administrativo y fiscal de la Cuenta de Cobro.

“(…)

“B. VALOR AVANCE EN OBRA.- La suma de QUINIENTOS CUARENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS SETENTA Y CUATRO MIL SEIS PESOS MONEDA CORRIENTE ($ 541’674.006.oo), en montos correspondientes a los valores en cada una de las actas mensuales de avance de obra, según el procedimiento y liquidación que enseguida se establece.

“(…).
“OCTAVA: REINTEGRO DE LOS APORTES -. EL COFINANCIADOR reintegrará su cofinanciación y la suma aportada por LA CAJA, mediante la ejecución de este contrato, todo de conformidad con el programa de trabajo, presupuesto y demás estipulaciones contractuales, LA CAJA reintegrará a EL COFINANCIADOR el valor de su cofinanciación, así:

“(…)

“NOVENA: REAJUSTES -. Durante el desarrollo de este contrato se reajustarán las actas mensuales de avance de obra, en un valor liquidado a los precios pactados en el contrato y en razón de la variación de los costos de materiales y mano de obra en el sector de la construcción, basándose en los índices del costo total de edificación, publicados por la Cámara Colombiana de Construcción –CAMACOL Seccional Cundinamarca, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

“(…)

“DECIMA: OBLIGACIONES DEL COFINANCIADOR.- EL COFINANCIADOR sujeto a los pliegos de condiciones de la Licitación Pública No. 015-CVM-91, conoce el terreno y la localización donde se va a ejecutar el contrato y en consecuencia se obliga a:

“1. Utilizar la suma aportada por LA CAJA y su propia cofinanciación, exclusivamente en las obras objeto del contrato, que incluye los costos directos e indirectos de ciento ochenta (180) apartamentos, y los costos directos e indirectos de las obras complementarias e instalación de servicios, todo de acuerdo con el presupuesto.

“2. Terminar la totalidad de las obras de construcción e iniciar la entrega de las mismas dentro del término establecido en la Cláusula Segunda.

“3. Disponer los medios necesarios para que en un término de seis (6) meses, contados a partir de la fecha del acta de iniciación de obra, se acondicione sin costo para LA CAJA un apartamento modelo, teniendo en cuenta facilidades de acceso, seguridad, etc., que garantice la exhibición y visita de los posibles adjudicatarios.

“4. Entregar ciento ochenta (180) apartamentos, del diseño, área, especificaciones, servicios, etc., ofrecidos y aceptados por la CAJA.

“5. Comprarle a LA CAJA al finalizar la obra los materiales empleados en el Campamento de la Agrupación de Vivienda Urbanización ‘EL CENTENARIO I’ I ETAPA al precio inicial global incluido en el presupuesto y así se consignará en el acta de liquidación final del contrato.

“6. Adquirir a su costa los materiales, equipo, maquinaria, herramientas, elementos y enseres necesarios para el correcto desarrollo de la obra, entendiéndose que los materiales deben ser de la calidad propuesta y aceptada por LA CAJA.

“Los gastos y maquinaria serán de su cargo exclusivo, así como los correspondientes a útiles y elementos de oficina y demás que se requieran para la ejecución de la obra.

“7. Ejecutar las obras en un todo y de acuerdo con las especificaciones y calidades generales que figuran en los pliegos de condiciones y especificaciones ofrecidas y discriminadas por el oferente, presupuesto, programa de trabajo, planos y demás anexos de este contrato y entregar terminado según lo exijan las autoridades o empresas de servicios.
“(…)
“DECIMA PRIMERA: OBLIGACIONES DE LA CAJA -. LA CAJA se obliga a:
“1. Aportar los dineros en efectivo de acuerdo con la Cláusula Sexta que trata de la entrega de valores cofinanciados para este contrato.

“2. Expedir en su oportunidad los pagarés a favor del COFINANCIADOR, para cancelar el aporte de cofinanciación.
“3. Ordenar pagar los derechos no presupuestados por concepto de instalaciones, así como accesorios, empates y conexiones de acometidas exigidas por las Empresas de Acueducto, Energía y Teléfono.
“4. Reconocer y pagar al COFINANCIADOR el porcentaje pactado por concepto de administración, utilidad e imprevistos (A.I.U.) liquidado en las actas mensuales de avance de obra.
“5. Elaborar las actas de iniciación, avance de obra, reajuste y liquidación final, de acuerdo con las normas internas de la entidad y demás procedimientos.
“(…).” 

· Original de un oficio emanado del contratista, calendado el 18 de septiembre de 1992, mediante el cual solicitó a la entidad pública contratante el cambio de algunas especificaciones (folio 57 del segundo cuaderno) y documento original contentivo de la respuesta de la Caja, aceptando el cambio propuesto (folio 58 del segundo cuaderno).

· Original de un oficio fechado el 27 de agosto de 1993, mediante el cual el contratista anunció a la entidad la remisión del contrato adicional No. 002/93; la comunicación también contiene una advertencia en el sentido de que la prórroga en el plazo del contrato no podía significar el desconocimiento del equilibrio económico financiero del mismo (folio 74 del segundo cuaderno).

· Original de un oficio proveniente de la DIAN y dirigido al Tribunal Administrativo a quo, el 27 de junio de 1995, en el cual le informó que “las Declaraciones de Renta años 92 y 93 de la sociedad BELTRAN PINZON Y CIA. LTDA. Nit: 890.204.496 a la fecha no figuran en el sistema”  (folios 179 y 180 del segundo cuaderno).

· Original del certificado de existencia y representación legal de la sociedad Beltrán Pinzón Ltda. – Ingenieros Civiles (folios 1 a 4 del segundo cuaderno).

· Original del dictamen pericial rendido por ingenieros civiles, a solicitud de las partes (folios 155 a 233 del segundo cuaderno), el cual fue aclarado (folios 359 a 395 a 413 del segundo cuaderno).
· Comunicación original suscrita por el Contador Público Oscar Rafael Moncada Fuentes, con fecha de 13 de abril de 2011, en la cual expresó que preparó el Balance General y el Estado de Resultados de la sociedad Beltrán Pinzón y Compañía Ltda., correspondientes a los años de 1992 y de 1993; en la certificación también informó que dichos estados financieros fueron tomados de la información contable que reposa en la empresa y reflejan la verdadera situación financiera de Beltrán Pinzón y Compañía Ltda., para esa época. A la comunicación se anexó la correspondiente información contable y financiera, la  cual se allegó al proceso en la audiencia de reconstrucción del expediente (folios 1 al 48 del cuaderno número 4).
2.2. Copias simples.

Al proceso se allegaron varios documentos en copia simple, los cuales, de conformidad con lo anteriormente mencionado, carecen de valor probatorio
. 
Importa reiterar que los documentos que supuestamente contendrían los contratos adicionales al contrato cofinanciado 022 de 1992, así como los que aparentemente corresponderían a los soportes del mismo contrato, que al parecer habrían suscrito las partes, no fueron aportados en fotocopia autenticada o autorizada por la entidad pública, luego, la Sala no puede concederles valor probatorio alguno.
3. El caso concreto.

La sociedad actora en la demanda formuló, en síntesis, las siguientes pretensiones: i) la declaratoria de que la entidad pública demandada incumplió el contrato número 022/92; ii) en subsidio de la anterior pretensión solicitó que se declarara que durante la ejecución del contrato se alteró el equilibrio económico y financiero del contrato; iii) la indemnización de perjuicios derivada bien de la pretensión de incumplimiento o de la subsidiaria de rompimiento de la ecuación contractual, debidamente indexada; iv) la liquidación judicial del contrato 022/92; v) la condena en costas de la demandada.

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró que durante la ejecución del contrato 022 de 1992, se alteró el equilibrio económico “con detrimento patrimonial de la sociedad contratista”, condenó a la entidad pública demandada a pagar la suma de $240’346.879, como compensación por tal detrimento y denegó las demás pretensiones.

En el escrito de apelación la parte actora solicitó adicionar el fallo proferido por el a quo, en los siguientes términos: i) incluir en la liquidación de la indemnización el monto correspondiente a imprevistos, en el rubro de sobrecostos por mayor permanencia en obra; ii) solicitó que los intereses fueran calculados sobre el monto histórico actualizado de la condena, para lo cual se remitió a lo dispuesto por la Ley 80 de 1993 en materia de intereses moratorios y iii) pidió que se incluyera dentro de la indemnización la parte correspondiente al reintegro de la cofinanciación, en razón de la variación que efectuaron las partes al sistema de reintegro de aportes, valor que no le fue reconocido a la actora por el Tribunal Administrativo a quo

Encuentra la Sala que los documentos que soportarían las pretensiones de la demanda y que ahora son materia de apelación, fueron entregados en copia simple y, por esa razón, no pueden ser valorados como pruebas válidas; como se narró en el acápite de pruebas, tanto los contratos adicionales como las actas de obra y demás documentos relacionados con la ejecución del contrato se allegaron al proceso en copia simple.

Si bien la parte actora alegó que la entidad pública demandada incumplió el contrato y que se alteró en su contra la ecuación económico-financiera del mismo, la Sala no cuenta con elementos que le brinden certeza acerca de la forma como las partes del contrato ejecutaron las respectivas obligaciones, por manera que pueda apreciar si la entidad cumplió o incumplió el contrato, como también si se alteró, o no, la ecuación contractual.

En este caso se observa que los conceptos por los cuales el Tribunal Administrativo a quo profirió la condena carecían de soporte probatorio, razón por la cual, de acuerdo con lo analizado, el demandante no tendría derecho a que le fuera reconocida suma alguna; no obstante, toda vez que la Sala se encuentra constitucionalmente obligada a respetar el principio de la no reformatio in pejus, dado que únicamente apeló la parte actora, procederá entonces a dejar intacto lo decidido en la primera instancia y con el propósito de que el valor de la condena mantenga en el tiempo su poder adquisitivo, efectuará la respectiva actualización. En este sentido se pronunció recientemente la Jurisprudencia de la Subsección:
“Ahora, debe anotarse que si bien respecto de aquellas sumas a cuyo pago condenó el Tribunal de primera instancia no se allegaron las pruebas en debida forma por parte del contratista, por lo cual, según lo aquí examinado al respecto, el contratista no tendría derecho a que le fueran reconocidas, no es menos cierto que por respeto al principio de la no reformatio in pejus, la Sala se encuentra constitucionalmente obligada a dejar intacto lo resuelto por el a quo en ese punto y sólo procederá a efectuar la respectiva actualización de tales cifras, por cuanto con ello únicamente se pretende mantener constante el poder adquisitivo del dinero en el tiempo, sin que se modifique la sentencia recurrida por el apelante único.”

Concedió el Tribunal Administrativo a quo la primera pretensión subsidiaria y, a modo de compensación, condenó a la entidad pública demandada a pagar una suma de dinero; al respecto,  el a quo dispuso lo siguiente  en la parte resolutiva de la providencia apelada:

“TERCERO: Declárase que dentro de la ejecución del contrato No. 022 de 1992 y sus adicionales celebrados entre la Caja de Vivienda Militar y la Sociedad Beltrán Pinzón y Cía. Ltda., se rompió el equilibrio económico del contrato con detrimento patrimonial de la sociedad contratista.
“CUARTO: Como consecuencia de la declaración anterior condénase a la Caja de Vivienda Militar (hoy Caja Promotora de Vivienda Militar) a pagar a Beltrán Pinzón y Cía. Ltda. Ingenieros Civiles – la suma de DOSCIENTOS CUARENTA MILLONES TRESCIENTOS CUARENTA Y SEIS MIL OCHOCIENTOS SETENTA Y NUEVE PESOS M/CTE ($ 240.346.879) como compensación por el rompimiento del equilibrio financiero del contrato.”
Como antes se mencionó, el pago ordenado por el Tribunal a quo se actualizará desde la fecha de la sentencia - cuatro (4) de febrero de 1999-, hasta la fecha de expedición de la presente providencia, en los términos que se expresan a continuación:
Valor presente = Valor de la condena
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El valor de la condena corresponde a  la suma de $ 240’346.879
El IPC final corresponde al mes de agosto de 2011 y es igual a 108,01.

El IPC inicial es el de febrero de 1999 y es igual a 54,24.
Entonces, valor presente = $ 240’346.879 X 108.01

                                                                         54,24
Valor presente igual a $ 478’611.106 

Esta suma también deberá actualizarse a la fecha en la cual la entidad pública demandada efectúe el pago respectivo.  
No se liquidarán intereses moratorios, puesto que, como lo ha dicho la Sala, en estos casos la obligación de pagar surge a cargo de la parte demandada con ocasión de la sentencia judicial
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A :
PRIMERO: RECONOCER personería para actuar como apoderada de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía a la Doctora DIANA PAOLA TORRES SAAVEDRA, con Tarjeta Profesional número 104.965, expedida por el Consejo Superior de la Judicatura. 

SEGUNDO: MODIFICAR para actualizar el ordinal cuarto de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el día 4 de febrero de 1999, de conformidad con lo expuesto en las consideraciones de esta providencia. En consecuencia, el ordinal cuarto quedará así:

CUARTO: Como consecuencia de la declaración anterior condénase a la Caja de Vivienda Militar (hoy Caja Promotora de Vivienda Militar) a pagar a Beltrán Pinzón y Cía. Ltda. Ingenieros Civiles – la suma de CUATROCIENTOS SETENTA Y OCHO MILLONES SEISCIENTOS ONCE MIL CIENTO SEIS PESOS M/CTE ($478’611.106) como compensación por el rompimiento del equilibrio financiero del contrato.

TERCERO: CONFIRMAR lo decidido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el día 4 de febrero de 1999, en sus ordinales primero, segundo, tercero, quinto, sexto y séptimo.
En firme esta providencia DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

HERNAN ANDRADE RINCON
   GLADYS AGUDELO ORDÓÑEZ                 MAURICIO FAJARDO GOMEZ

� Suma que para la fecha de presentación de la demanda, esto es el 5 de septiembre de 1994, resulta superior a la entonces legalmente exigida para tramitar el proceso en dos instancias: $ 9’610.000 (Decreto 597 de 1988). 








� Artículo 75, Ley 80 de 1993. “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, el juez competente para conocer de las controversias derivadas de los contratos estatales y de los procesos de ejecución o cumplimiento será el de la jurisdicción contencioso administrativa.”





� Se aplica el artículo 75 considerando que las normas procesales son de aplicación inmediata sin importar, como ocurre en el caso concreto, que al contrato no le resulte aplicable la Ley 80 de 1993, teniendo en cuenta que la demanda fue presentada el día 5 de septiembre de 1994, esto es luego de haber entrado en vigencia esta Ley. Al respecto, el Consejo de Estado ha sostenido:





“Es decir, como bien lo ha manifestado la jurisprudencia de esta Corporación, después de entrar en vigencia la Ley 80 de 1993, y sin importar que se trate de aplicarla en relación con un contrato celebrado en vigencia del Decreto 222 de 1983, no hay lugar a discutir la naturaleza del contrato celebrado por una entidad estatal - si lo es administrativo o de derecho privado-, para determinar la jurisdicción a la cual compete el juzgamiento de las controversias que de él se deriven, pues es suficiente con que el contrato haya sido celebrado por una entidad estatal, como en el caso que aquí se estudia, para que su juzgamiento corresponda a esta jurisdicción, como expresamente lo dispone el artículo 75 (…).” (CONSEJO DE ESTADO. Sala Contencioso Administrativa. Sección Tercera. Sentencia de diciembre 3 de 2007. Exp. 24.710. C.P. Ruth Stella Correa Palacio.)








� Consejo de Estado, Sala Contencioso Administrativa,  Auto de 20 de agosto de 1998. Exp. 14.202. C. P. Juan de Dios Montes Hernández. Esta posición ha sido expuesta en otros fallos, entre los cuales se encuentra la sentencia de 20 de abril de 2005, Exp: 14519; Auto de 7 de octubre de 2004. Exp. 2675.


� Esta Corporación mediante providencia de la Sección Primera, con ocasión de una demanda de nulidad contra el Decreto Reglamentario número 1988 de 19 de julio de 1985, expedido por el Gobierno Nacional, expuso lo siguiente en relación con el régimen jurídico aplicable a los contratos cofinanciados que fueran celebrados por la Caja de Vivienda Militar: 


“A través del Decreto Reglamentario 1988 de 19 de julio de 1985 el Gobierno Nacional estableció que los contratos cofinanciados que celebre la Caja de Vivienda Militar en lo relacionado con las inhabilidades e incompatibilidades, prohibiciones, sujeción a la ley Colombiana, capacidad y competencia, se someterán a las normas del Decreto - Ley 222 de 1983 y en los demás aspectos a las normas generales del derecho privado (artículo 1o.). Igualmente estatuyó que además de los requisitos que establezca la Junta Directiva de la Caja de Vivienda Militar para dichos contratos, se deberán cumplir los siguientes:


“a) Paz y salvo de renta y complementarios del cofinanciador; b): Registro presupuesta; y c): Pago de impuestos de timbre y publicación en el Diario Oficial por cuenta del contratista (artículo 2o.).


“Como se acaba de ver, el artículo lo. restringe la aplicación del Decreto Ley 222 de 1983 en los contratos cofinanciados que celebre la Caja de Vivienda Militar a los aspectos allí señalados y agrega que en lo demás deben aplicarse las normas generales del derecho privado: Para la Sala, tal ordenación de la norma reglamentaria en manera alguna contraría el artículo 1o. el Decreto - Ley 222 de 1983, dado que este precepto lo que establece es que los establecimientos públicos, como la Caja de Vivienda Militar, se someten a las reglas de dicho estatuto respecto de los contratos previstos en el mismo, contratos que según su artículo 80, son: de obras públicas de consultaría, de suministro, compraventa y permuta de muebles, compraventa y permuta de inmuebles, arrendamiento, prestación de servicios, donación para recuperación de bienes ocultos, concesión de servicios públicos, de correos, acuñación de moneda metálica y de billetes, empréstito y seguros. Dicho artículo 80 enfatiza que los demás contratos, o sea, los no relacionados allí, "continuarán rigiéndose por las normas generales o especiales vigentes para los mismos".


“Significa lo precedente, que los contratos cofinanciados que celebra la Caja de Vivienda Militar, al no estar incluidos dentro de los que señala el artículo 80 del Decreto - Ley 222 de 1983 como sujetos a las prescripciones de dicho Estatuto, bien pueden estar sometidos a las normas del Derecho Privado, como en efecto se estableció en el artículo lo. del acto acusado. A idéntica conclusión llegó la Sala de Consulta y Servicio Civil en concepto de lo. de Marzo de 1990, con ponencia del Consejero doctor Humberto Mora Osejo, cuando dijo:


‘1o.) El objeto del contrato, celebrado entre la Caja de Vivienda Militar y la firma Héctor García y Cia. S.A., es el de adelantar un programa de vivienda con participación de capital privado para la construcción de 30 apartamentos en la ciudad de Cartagena, lo que permite establecer que no puede definirse como un contrato de obra pública regulado por el Decreto - ley 222 de 1983, cuyo objeto sea la construcción, montaje, instalación, mejora, adición, conservación, mantenimiento, o restauración de bienes inmuebles de carácter público o directamente destinados a un servicio público.





‘2o.) Por sus especiales características, este contrato cofinanciado no está comprendido en la clasificación de los contratos de la administración establecida por el Decreto - ley 222 de 1983 y, por lo mismo, tampoco le son aplicables las disposiciones del decreto mencionado. El artículo 80 del Decreto - ley 222 de 1983 determina los contratos que están regulados por este estatuto y dispone que los demás que celebren las entidades nacionales "continuarán rigiéndose por las normas generales o especiales vigentes para los mismos".


“La Sala, en concepto del 14 de agosto de 1986, estimó que el Decreto ley 222 de 1983 sólo regula los contratos que el artículo 80 relaciona y que todos los demás de las entidades nacionales se rigen, como el mismo prescribe, por disposiciones legales generales o especiales.


“3o.) Por consiguiente, los contratos cofinanciados, en efecto de disposiciones legales especiales que los regulan, se rigen por normas de derecho privado..." (Radicación número 365 Contrato Cofinanciado Celebrado entre la Caja de Vivienda Militar y la Firma Jaime García y Compañía S.A.).


“En lo referente al artículo 2o. del Decreto acusado cabe tener en cuenta que los requisitos allí señalados no contrarían el artículo 25 del Decreto Ley 222 de 1983, dado que éste también los contempla en sus literales a), c) y h).


“Las consideraciones precedentes conducen a la Sala a la conclusión de que el Decreto Reglamentario acusado no viola los artículos lo., 25 y 252 del Decreto - Ley 222 de 1983, así como tampoco las normas constitucionales invocadas en la demanda.


“Esta conclusión justifica que se denieguen las súplicas de la demanda y que se deje sin efectos el decreto de suspensión provisional del acto demandado decretado en auto de 5 de diciembre de 1989.” 


Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Sentencia de enero veintitrés (23) de mil novecientos noventa y dos (1992), Expediente 1337.


� Según este artículo, son contratos estatales aquellos celebrados por las entidades descritas en el artículo 2º de la Ley 80 de 1993, el cual dispone:


“Para los solos efectos de esta ley: 


“1o. Se denominan entidades estatales: 


“a) La Nación, las regiones, los  departamentos, las provincias, el distrito capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles.


“b) El Senado de la República, la Cámara de Representantes, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General de la República, las contralorías departamentales, distritales y municipales, la Procuraduría General de la Nación, la Registraduría Nacional del Estado Civil, los ministerios, los  departamentos administrativos, las superintendencias, las unidades administrativas especiales y, en general, los organismos o dependencias del Estado a los que la ley otorgue capacidad para celebrar contratos.





“(…).”











� Artículo 168, C.C.A.: “PRUEBAS ADMISIBLES. En los procesos ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo se aplicarán en cuanto resulten compatibles con las normas de este Código, las del Procedimiento Civil en lo relacionado con la admisibilidad de los medios de prueba, forma de practicarlas y criterios de valoración.”





� Sobre la filosofía que inspiró la redacción del artículo 177 del C de P. C, ver: PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de derecho probatorio. Bogotá: Librería Ediciones del Profesional. 2007., pág. 245.





� Artículo 253, C. de P. C.: “Los documentos se aportarán al proceso originales o en copia. Esta podrá consistir en transcripción o reproducción mecánica del documento.”


� Los siguientes documentos fueron aportados al proceso en copia simple:





Documentos que en apariencia contienen los antecedentes administrativos del contrato 022/92: pliego de condiciones y propuesta que habría sido presentada por la actora (tercer cuaderno, folios 3 a 242, 288A, 288B, 289, 289A a 416 del cuaderno número 5).





Supuesto contrato adicional No. 001/93, en el cual se habría modificado el reintegro de aportes de cofinanciación previstos en el contrato 022/92 (folio 16 del segundo cuaderno y folio 254 cuaderno número 5).





Presunto contrato adicional No. 002, mediante el cual se habría ampliado el plazo del contrato 022/92 (folio 44 del primer cuaderno y folio 255 cuaderno número 5).





Aparente contrato adicional No. 003, a través del cual se habría ampliado el plazo del contrato 022/92 (folio 17 del segundo cuaderno y folio 256 cuaderno número 5).





Supuestas actas -01 a 10-, las cuales habrían sido suscritas por el Comité de Obra (folios 18 a 45 del segundo cuaderno).





Documento que en apariencia contiene un oficio que habría sido enviado por la sociedad demandante el 19 de agosto de 1992 a la Ladrillera Santafé, en el cual le habría presentado el programa de suministro de material (folio 46 del segundo cuaderno).





Documento que aparenta contener un oficio en el cual la Ladrillera Santafé habría presentado el plan de entrega de los materiales (folios 47 a 49 del segundo cuaderno).





Documento que presuntamente contiene un oficio en el cual el demandante habría remitido a la entidad pública demandada el plan de entregas propuesto por la Ladrillera Santafé (folio 50 del segundo cuaderno).





Aparente oficio que habría dirigido la demandante a la Ladrillera Santafé, en el cual le habría solicitado que efectuara los despachos de acuerdo con la programación (folio 52 del segundo cuaderno).





Supuesto oficio fechado el 17 de diciembre de 1992, según el cual la actora habría puesto en conocimiento de la entidad demandada el retraso presentado en las actividades de construcción, a causa de la demora en la entrega de los materiales (folio 52 del segundo cuaderno).





Aparente comunicación calendada 17 de febrero de 1993,  que habría sido dirigida por los constructores de la Urbanización Centenario a la entidad pública demandada, en la cual le habrían solicitado la reprogramación de las actividades, en razón de la tardanza en recibir los materiales; mediante presunto oficio de febrero 18 del mismo año, el actor habría reiterado la solicitud, al igual que en supuesto oficio que habrían enviado varios contratistas en junio 7 de 1993 (folios 53 a 56  y 61 a 67 del segundo cuaderno).





Documento contentivo de aparente oficio de marzo 18, en el cual el contratista habría pedido a la entidad la ampliación del plazo, en tanto persistían las dificultades en la entrega de los materiales (folios 59 y 60 del segundo cuaderno).





Presunto oficio en el cual varios contratistas habrían informado a la entidad pública demandada acerca de los sobrecostos en los cuales habrían incurrido (folios 71 a 73 del segundo cuaderno).





Aparente comunicación que habría dirigido la Caja a varios contratistas el 6 de diciembre de 1993, en la cual les habría negado las peticiones de reconocimiento por los mayores costos (folios 75 y 76 del segundo cuaderno).





Documento que al parecer contiene el acta de recibo final de la obra por parte de la entidad pública demandada (folios 79 a 81 del segundo cuaderno).





Presunto laudo arbitral que habría sido emitido por un tribunal de arbitramento, que en apariencia corresponde a un proceso judicial cuyas partes habrían sido Mallas Equipos y Construcciones Ltda., Maeco Ltda. y el Fondo Nacional de Ahorro (sexto cuaderno).





Aparente reclamación que habría formulado la sociedad actora a la entidad pública contratante, con el propósito de que le fuera restablecido el equilibrio económico-financiero del contrato, la cual se habría realizado el día 4 de noviembre de 1993 (folios 241 a 358 del segundo cuaderno).





Supuesta tarjeta profesional que acredita la calidad de Contador Público que ostenta el señor Oscar Rafael Moncada Fuentes, que habría sido expedida por la Junta Central de Contadores (folio 2 cuaderno número cuatro).





Aparente correspondencia cruzada entre la Caja de Vivienda Militar y la sociedad Beltrán Pinzón y Cía. Ltda., respecto de la difícil situación de la ejecución del contrato 022/92, debida al retraso de la Ladrillera Santafé (folios 258 al 287 del cuaderno número 5).





Presuntas actas de entregas parciales de obra, de reajustes y de liquidación final del contrato 022/92 y adicionales 001/93, 002/93 y 003/93 (folios 82 a 149 del segundo cuaderno y 418 al 669 del cuaderno número 5).











� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia de septiembre 14 de 2011, Expediente 18.605, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.
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